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			MARTÍN REBOLLO, L.: Manual de Derecho Administrativo y guía para el estudio de las leyes administrativas, Aranzadi, 6.ª ed., 2022.

			MENÉNDEZ, P. y EZQUERRA, A. (dirs.): Lecciones de Derecho Administrativo, Civitas, 2.ª ed., 2021. 

			MUÑOZ MACHADO, S.: Tratado de Derecho Administrativo y Derecho público general, 16 vols., BOE, 4.ª ed., 2015.

			PARADA VÁZQUEZ, R.: Derecho Administrativo, 3 vols., UNED/Ediciones académicas, 26.ª, 23.ª y 16.ª ed., 2017.

			PAREJO ALFONSO, L.: Lecciones de Derecho Administrativo, Tirant lo Blanch, 12.ª ed., 2022.

			RODRÍGUEZ SANTIAGO, J. M., DOMÉNECH PASCUAL, G, y ARROYO JIMÉNEZ, L. (coords.), Tratado de Derecho Administrativo, vol. I, Marcial Pons, 2021.

			SÁNCHEZ MORÓN, M.: Derecho Administrativo. Parte general, Tecnos, 14.ª ed., 2018.

			SANTAMARÍA PASTOR, J. A.: Principios de Derecho Administrativo general, 2 vols., Iustel, 5.ª ed., 2018.

			TORRES LÓPEZ, M. A. (coord.): Conceptos para el estudio del Derecho Administrativo I y II en el grado, 2 vols., Tecnos, 7.ª ed., 2021.

			TRAYTER JIMÉNEZ, J. M.: Derecho Administrativo. Parte general, Atelier, 7.ª ed., 2022.

			LIBROS HOMENAJE

			Entre las obras generales que contienen artículos relevantes sobre las materias estudiadas hay diversos libros publicados en homenaje a Profesores especialmente destacados. Muchos de esos estudios serán citados en la bibliografía de cada lección y lo serán, además, indicando sólo el libro homenaje en que se contiene sin reproducir sus demás datos (por ejemplo, Homenaje a García de Enterría). Ofrecemos a continuación una relación por orden alfabético del apellido del Profesor homenajeado de aquéllos más utilizados en diversas lecciones. Los que versan exclusivamente sobre temas contenidos en una lección serán citados en ella.

			BOQUERA: Nuevas perspectivas del Régimen local. Estudios en homenaje al Profesor José M.ª Boquera Oliver, Tirant lo Blanch, 2002.

			CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR: Los retos actuales del Derecho Administrativo en el Estado autonómico, Andavira, Fundación Democracia y Gobierno Local, 2017.

			COSCULLUELA: Régimen jurídico básico de las Administraciones públicas. Libro homenaje al Profesor Luis Cosculluela Montaner, Iustel, 2015.

			DE LA QUADRA-SALCEDO: Los retos del Estado y la Administración en el siglo ≠xxi≠. Libro homenaje al profesor Tomás de la Quadra-Salcedo Fernández del Castillo, Tirant lo Blanch, 2017.

			ENTRENA CUESTA: La justicia administrativa. Libro homenaje al Profesor Dr. D. Rafael Entrena Cuesta, Atelier, 2003.

			FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ: Administración y justicia. Un análisis jurisprudencial. Liber amicorum Tomás-Ramón Fernández, Civitas, 2012.

			GARCÍA DE ENTERRÍA: Estudios sobre la Constitución Española. Homenaje al Profesor Eduardo García de Enterría, Civitas, 1991.

			GARRIDO FALLA: Actualidad y perspectivas del Derecho público de fines del siglo ≠XX≠, Homenaje al Profesor Garrido Falla, Universidad Complutense, 1992.

			GONZÁLEZ PÉREZ: La protección jurídica del ciudadano (procedimiento administrativo y garantía jurisdiccional). Estudios en homenaje al Profesor Jesús González Pérez, Civitas, 1993.

			MARTÍN MATEO: El Derecho Administrativo en el umbral del siglo ≠XXI≠. Homenaje al Prof. Dr. D. Ramón Martín Mateo, Tirant lo Blanch, 2000.

			MARTÍN-RETORTILLO: Derechos fundamentales y otros estudios en homenaje al Prof. Dr. Lorenzo Martín-Retortillo, Universidad de Zaragoza, 2008.

			MARTÍN-RETORTILLO: Estudios de Derecho público económico. Libro homenaje al Prof. Dr. D. Sebastián Martín-Retortillo, Civitas, 2003.

			MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ: Derecho Administrativo e integración europea. Estudios en homenaje al profesor José Luis Martínez López-Muñiz, Editorial Reus, 2017.

			MENÉNDEZ REXACH: Homenaje al Profesor Ángel Menéndez Rexach, Aranzadi, 2018.

			MORELL: El gobierno local. Estudios en homenaje al Profesor Luis Morell Ocaña, Iustel, 2010.

			MUÑOZ MACHADO: Memorial para la reforma del Estado. Estudios en homenaje al profesor Santiago Muñoz Machado, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 2016.

			PAREJO ALFONSO: Estudios de Derecho Público en homenaje a Luciano Parejo Alfonso, Tirant lo Blanch, 2018.

			PÉREZ MORENO: Derechos y garantías del ciudadano. Estudios en homenaje al Profesor Alfonso Pérez Moreno, Iustel, 2011.

			RIVERO YSERN: El nuevo Derecho Administrativo. Libro homenaje al Prof. Dr. Enrique Rivero Ysern, Ratio Legis, 2011.

			SANTAMARÍA: Por el Derecho y la libertad. Libro homenaje al Profesor Juan Alfonso Santamaría Pastor, Iustel, 2014.

			VILLAR PALASÍ: Libro homenaje al Profesor José Luis Villar Palasí, Civitas, 1989.

			REVISTAS ESPECIALIZADAS
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			LECCIÓN 1

			DERECHO ADMINISTRATIVO Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA*

			I. CONCEPTO DE DERECHO ADMINISTRATIVO

			1. EL DERECHO ADMINISTRATIVO COMO DERECHO DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

			El Derecho Administrativo es el sector del ordenamiento que regula a la Administración pública: su organización, sus competencias, sus bienes, su personal, sus actividades, su control… Las relaciones jurídicas en que es parte la Administración pública son propias del Derecho Administrativo. Muy destacadamente las que entable con los sujetos privados. Por ello, también forma parte del Derecho Administrativo la situación de estos sujetos privados respecto a la Administración pública.

			En la distinción entre Derecho público y Derecho privado, el Derecho Administrativo es claramente parte del primero en tanto que lo que regula es una organización estatal, un poder público, no a los sujetos privados formalmente iguales en sus relaciones entre sí, que es lo propio del segundo. Como, además, la Administración es la organización estatal que realiza masivamente actividades y mantiene ordinariamente relaciones jurídicas, el Derecho Administrativo es, incluso, «el Derecho público interno por excelencia» (García de Enterría).

			Numerosas normas forman parte sin duda del Derecho Administrativo pues regulan distintos aspectos de la Administración pública. Así, por ejemplo, y por sólo citar algunas de las más eminentes, la Ley de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPAC); la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP); la Ley de Contratos del Sector Público (LCSP); la Ley del Patrimonio de las Administraciones Públicas (LPAP); la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno (a la que aludiremos como Ley de Transparencia); la Ley General de Subvenciones (LGSub); el Estatuto Básico del Empleado Público (EBEP); la Ley de Expropiación Forzosa (LEF); etc.

			Pero también son de Derecho Administrativo numerosas leyes que, aunque afectan directamente a los sujetos privados y se ocupan predominantemente de sus derechos y deberes, lo hacen en relación con la Administración pública y atribuyen a ésta, a su vez, potestades y deberes respecto a aquéllos.

			Por ejemplo, la Ley de Seguridad Vial regula ante todo cómo han de comportarse los sujetos privados cuando realizan actividades privadas como son las de tráfico, pero es Derecho Administrativo porque lo hace encomendando a la Administración que concrete la forma en que han de comportarse los particulares, que los vigile, que reaccione ante sus transgresiones, etc. Así que es una Ley de ejecución administrativa y, por ende, de Derecho Administrativo. Y lo mismo puede decirse de otras muchas leyes como las de Seguridad Ciudadana, de Sanidad, de Educación, de Protección de la Atmósfera, etc. Desde este punto de vista una regulación es de Derecho Administrativo, y no de Derecho privado, no por la materia de la que se ocupe ni porque se refiera al comportamiento de los sujetos privados, sino porque convierta a la Administración en la garante de esa regulación atribuyéndole actividades, funciones, poderes. Así, por ejemplo, la legislación sobre horarios comerciales o sobre las rebajas establece prohibiciones para las empresas privadas, pero es Derecho Administrativo en la medida en que atribuye a la Administración pública la vigilancia de cumplimiento de esas prohibiciones y la determinación de las consecuencias de su transgresión (orden de cese, sanciones…).

			Aun dentro de la unidad general de todo el Derecho y partiendo, desde luego, de que cada una de sus partes o ramas (el Derecho Civil, el Penal, el Administrativo…) no son compartimentos estancos, sí que es indudable que el Derecho Administrativo tiene conceptos, principios, reglas generales e instrumentos propios así como un sentido general común y específico que le confieren singularidad en el conjunto del ordenamiento y cierta unidad interna.

			2. EL DERECHO ADMINISTRATIVO, EQUILIBRIO ENTRE PRERROGATIVAS Y LIMITACIONES DE LA ADMINISTRACIÓN

			La Administración ha de servir los intereses generales (art. 103.1 CE). Ésa es su misión y existe para eso. Por tanto, su Derecho, el Derecho Administrativo, debe aspirar a establecer un régimen jurídico de la Administración con el que pueda conseguir los intereses generales que tenga encomendados. Incluso que, en lo posible, garantice que la Administración efectivamente los persiga con acierto y los realice sin desviaciones, sin que quienes actúan desde y por ella (autoridades y empleados públicos) tomen decisiones inadecuadas para tales intereses generales o, peor aún, busquen otros fines.

			Es esta aspiración la que justifica que el Derecho Administrativo tenga muchas reglas que dan a la Administración potestades, prerrogativas, privilegios, exorbitancias que no tienen los sujetos privados. Y es también la que justifica que tenga otras reglas que le imponen límites y controles a los que tampoco están sometidos los sujetos privados. Por eso, es un Derecho que, de una parte, permite a la Administración ser más expeditiva que a los particulares y que, de otra, al mismo tiempo, la encorseta más.

			Así, la Administración puede aprobar normas vinculantes para todos (reglamentos), expropiar los bienes ajenos, recuperar por su propia fuerza y sin acudir al juez la posesión de sus bienes, etc. Pero, en sentido contrario, el Derecho Administrativo impone a la Administración mayores límites o mayores deberes que los que tienen los sujetos privados; por ejemplo, tiene un deber de respeto a los derechos fundamentales superior al de los sujetos privados; un deber de neutralidad y objetividad desconocido para los sujetos privados; no puede formar su voluntad con la libertad e informalidad de los sujetos privados, sino siguiendo procedimientos estrictos, no ya para tomar actos de autoridad, sino también para contratar con otro sujeto o para seleccionar su personal; tiene menos libertad que un sujeto privado para disponer o explotar sus bienes; tiene un especial deber de transparencia y de información para con los demás sujetos; tiene controles específicos más severos; etc.

			Lo que con aquellas prerrogativas se pretende es que pueda realizar los intereses generales y lo que con sus superiores límites y controles se pretende es, de un lado, que verdaderamente emplee sus prerrogativas correctamente para la consecución de esos intereses generales y, de otro, que no lo haga a costa de los derechos e intereses privados más allá de lo necesario y querido por el ordenamiento. Por eso se dice que el Derecho Administrativo es, de un lado, un «Derecho tutor de los intereses públicos» y, de otro, un «Derecho garantizador» de los ciudadanos (Cosculluela).

			Así puede decirse que el Derecho Administrativo aspira a una justa y ponderada armonía entre los intereses generales y los privados; entre la eficacia de la Administración y las garantías de los ciudadanos; entre la agilidad de la actuación administrativa y su sometimiento a rigideces y controles especiales.

			Es un equilibrio difícil de lograr y siempre inestable porque depende de factores variables según épocas y lugares, en función, sobre todo, de lo que se pida a la Administración y de la idea que se tenga de los poderes públicos y de sus relaciones con los ciudadanos. Poco más puede decirse con carácter general de ese difícil equilibrio. Sólo que un exceso de limitaciones y controles, aunque tenga aspectos positivos, puede acabar por alzar dificultades excesivas para la eficaz y eficiente actuación de la Administración y, por tanto, a la postre, para el logro de los intereses generales que se le confíen, además de ser un engorro para los ciudadanos. Pero que, en sentido contrario, unas extensas e intensas prerrogativas sin estar compensadas y paliadas por los adecuados límites y controles no sólo serán un peligro para los derechos e intereses privados (los intereses privados que entran en tensión o conflicto con los intereses generales y los que más bien están en sintonía con ellos), sino, en realidad, un peligro para los mismos intereses generales porque propiciarán que aquellas prerrogativas se utilicen desacertadamente y hasta con fines espurios y favorecerá la corrupción.

			Anticipemos que, aunque estos privilegios y límites especiales de la Administración son la expresión más patente del Derecho Administrativo, éste, como veremos luego, no se compone sólo de esas normas originales sino también de otras similares o idénticas a las que rigen para los sujetos privados.

			3. DERECHO ADMINISTRATIVO GENERAL Y ESPECIAL

			Dentro del Derecho Administrativo se puede distinguir una parte general y una parte especial o, por mejor decir, diversas partes especiales.

			La parte general se ocupa de los conceptos, principios, normas e instituciones jurídicas aplicables de ordinario y normalmente (aunque con excepciones) a la generalidad de las actuaciones de la Administración. Se ocupa de su organización, de su sometimiento al Derecho y a los Tribunales, de sus privilegios y limitaciones comunes, de los caracteres genéricos de sus actos, de sus contratos, de su responsabilidad, de sus medios personales y materiales, de sus relaciones ordinarias con otros sujetos… Viene formulado como tal por ciertas leyes que precisamente se presentan como reguladoras en general de la Administración (las que ya hemos citado, LPAC, LRJSP, LCSP, LPAP, LEF…) pero también está formado por conceptos, principios y reglas comunes que se inducen por abstracción de las distintas partes especiales.

			Las distintas partes especiales se ocupan de sectores concretos de la actividad administrativa. Y, así, son partes especiales del Derecho Administrativo, el Derecho Urbanístico, el del Medio Ambiente, el Derecho Administrativo económico, el de la sanidad pública, el de la educación… regulados por una o varias leyes a las que comúnmente se llaman «leyes sectoriales» porque se refieren a sectores concretos de la actividad administrativa. Por lo común, todo lo que se considera parte general es de aplicación en las partes especiales pero no es del todo inusual que esas leyes sectoriales introduzcan no sólo añadidos más específicos sobre ese sector, sino también matizaciones o excepciones a las reglas generales del Derecho Administrativo.

			Lo que aquí primera y fundamentalmente nos ocupará en esta obra es el estudio de la parte general.

			Algunas partes especiales del Derecho Administrativo han tenido un desarrollo tan sobresaliente y un grado de complejidad y singularidad tan marcado que, desde ciertos puntos de vista (académicos, científicos…), puede decirse que se han desgajado del Derecho Administrativo. Es el caso del Derecho Financiero.

			Regula éste, de un lado, los ingresos más importantes del Estado (los tributos) y, de otro, sus gastos. Por eso abarca el Derecho Tributario y el Derecho Presupuestario. De todo ello se ocupa la Administración; una rama de la Administración —extensa e importantísima— a la que se puede llamar Administración financiera o Hacienda pública. Así que el Derecho Financiero regula una parte fundamental de la Administración, de la actividad administrativa, de las relaciones entre la Administración y los sujetos privados. Por tanto, puede y debe decirse que el Derecho Financiero es una parte especial del Derecho Administrativo. Así, por ejemplo, si el artículo 1.1 LJCA atribuye a la jurisdicción contencioso-administrativa el conocimiento de las pretensiones deducidas en relación con la Administración «sujeta al Derecho Administrativo», no se duda de que también está incluyendo aquellos pleitos en que se aplica el Derecho Financiero. Igualmente puede y debe afirmarse que muchos de los grandes conceptos, principios y reglas generales del Derecho Administrativo son también válidos para el Derecho Financiero; y, en la misma dirección pero en sentido contrario, las regulaciones de Derecho Financiero deben ser tenidas en cuenta para inducir por abstracción la parte general del Derecho Administrativo.

			Ahora bien, esta parte especial del Derecho Administrativo se ha hecho, si se me permite decirlo así, muy especial, esto es, con muchas reglas específicas e incluso con muchas distintas de las que rigen en general para las demás actividades administrativas (unas veces razonablemente por tener esta parte de la Administración singularidades y necesidades específicas; alguna vez por decisiones de las normas de justificación y acierto más discutible). Además, es extensa y compleja. Son varias las leyes que se ocupan de esta actividad en general (la LGT y la LGP, sobre todo), numerosas las que regulan concretos tributos (el impuesto sobre la renta, el de sociedades, el de valor añadido, etc.) o facetas de esa actividad administrativa (la gestión, la inspección, la recaudación, etc.). Incluso se puede y se suele hablar dentro del Derecho Financiero de una parte general (con conceptos, principios y reglas comunes a toda esta parte del Derecho Administrativo, pero no a las demás) y de una parte especial. Todo esto justifica sobradamente que el Derecho Financiero se haya convertido en una disciplina jurídica autónoma, que constituya en la organización universitaria un «ámbito de conocimiento» (como lo es el Derecho Administrativo, el Derecho Civil, el Derecho Mercantil…) y que tenga un lugar aparte en los planes de estudio de Derecho. Ello se basa en y, a su vez, refuerza su autonomía científica. Pero sin negar nada de esto, el Derecho Financiero es, en realidad, como hemos dicho, parte del Derecho Administrativo, conforme a la definición de éste que hemos dado.

			Algo parecido sucede con la regulación de la Seguridad Social que es también uno de los sectores más importantes de la actividad administrativa y de la Administración actual.

			Por tanto, ese Derecho de la Seguridad Social es también una parte del Derecho Administrativo aunque con muchas peculiaridades y también desgajado del Derecho Administrativo como disciplina jurídica con la diferencia, respecto al caso anterior, de que, en vez de constituirse en una específica área de conocimiento, se ha integrado por razones históricas y por su conexión material y objetiva con el Derecho del Trabajo. Lo mismo puede decirse de la intervención administrativa en las relaciones laborales o concretamente de la encaminada a garantizar la seguridad en el trabajo.

			Hay otros muchos casos en los que sectores concretos de la actividad administrativa son estudiados en otras disciplinas jurídicas por relacionarse más o menos intensamente con el núcleo esencial que les corresponde a esas otras. Por ejemplo, en Derecho Mercantil se estudia la legislación de defensa de la competencia pero, sin negar su relación con lo que propiamente es objeto del Derecho Mercantil, la legislación de defensa de la competencia está confiada en España fundamentalmente a la Administración y por ello constituye parte del Derecho Administrativo. Otro ejemplo: la situación de los extranjeros en España depende en gran medida de la Administración pública y, por tanto, su regulación es en gran parte de Derecho Administrativo; pese a lo cual suele ser estudiada, junto con otros aspectos próximos, en el Derecho Internacional Privado, etc.

			Al margen de estas adscripciones a unas u otras asignaturas y de tales o cuales clasificaciones científicas, nada de esto afecta al concepto de Derecho Administrativo. También esas partes del ordenamiento son Derecho Administrativo, aunque sean partes especiales del Derecho Administrativo muy importantes o con muy notables singularidades.

			II. DERECHO DE LA ADMINISTRACIÓN Y DERECHO ADMINISTRATIVO

			Hasta ahora hemos establecido una relación entre el Derecho Administrativo y la Administración. La cuestión que ahora nos ocupará es ésta: ¿Siempre que esté presente la Administración será de aplicación el Derecho Administrativo o, por el contrario, puede que la Administración quede parcialmente sometida al mismo Derecho que rige las relaciones entre sujetos privados? O lo que es lo mismo: el régimen jurídico de la Administración ¿es siempre y en todo caso el Derecho Administrativo o es a veces el Derecho privado? Para contestar, respondamos a una pregunta previa.

			1. ¿POR QUÉ EXISTE EL DERECHO ADMINISTRATIVO?

			¿Por qué hay un régimen jurídico específico para la Administración pública? O sea, ¿por qué la Administración no tiene el mismo régimen jurídico de los sujetos privados?

			Los sujetos privados se rigen por el Derecho privado. Fundamentalmente por el Derecho Civil y, en menor medida, para ciertos tipos de sujetos o para ciertos tipos de relaciones jurídicas, por el Derecho Mercantil y por el Derecho del Trabajo (o Derecho Laboral). Todo ello sin perjuicio de que para hacer valer sus derechos frente a otros sujetos privados hayan de acudir a los jueces y tribunales y de que, por tanto, a ese respecto, queden sometidos al Derecho Procesal que es Derecho público por cuanto regula la actuación de un poder público, como son los Juzgados y Tribunales. También todo ello sin perjuicio de su sometimiento al Derecho Penal en cuanto cometan delitos, Derecho Penal que también es Derecho público porque quien castiga es el Estado. Con estas salvedades, los sujetos privados se rigen por el Derecho privado. Y lo que nos preguntamos es por qué ese mismo Derecho privado no se aplica sin más a las Administraciones públicas. Así, si una Administración tuviera una finca o un hospital, ello vendría regulado por las mismas reglas que el Derecho Civil dedica a la propiedad de los particulares; si quisiera contratar con una empresa la construcción de ese mismo hospital, lo haría conforme a las reglas de Derecho privado que se ocupan del contrato de obra; si la Administración causara daños a un particular, habría de indemnizarlo en aplicación de las mismas reglas de Derecho Civil sobre responsabilidad extracontractual; si necesitara personal para ese hospital, lo contrataría como cualquier particular conforme a las reglas de Derecho Laboral; etc. ¿Por qué no es así?

			En la mayoría de las respuestas tradicionales a esta pregunta late esta idea: las Administraciones tienen un régimen jurídico distinto al de los sujetos privados porque hacen cosas distintas que las que hacen los sujetos privados. Este tipo de respuestas lleva a afirmar que el Derecho Administrativo no existe para las actuaciones de la Administración iguales a las que pueda realizar un sujeto privado ni debe aplicarse en tales casos. Por tanto, según estas tesis, el Derecho Administrativo no se aplicará siempre que esté presente una Administración, sino sólo cuando la Administración esté realizando sus actividades específicas, prototípicas y distintas de las de los sujetos privados. Si hace las mismas de éstos, será aplicable a la Administración y a sus relaciones el Derecho privado. Así, en su respuesta al por qué existe el Derecho Administrativo está también implícita su respuesta al ámbito de aplicación del Derecho Administrativo y al ámbito de aplicación del Derecho privado a la Administración.

			A partir de tal premisa, estas tesis se lanzan a la búsqueda del criterio delimitador entre la actividad específica de la Administración y la que ésta realiza como cualquier particular, criterio que daría la clave para fijar la frontera entre la aplicación del Derecho Administrativo y la aplicación del Derecho privado a la Administración. Variados han sido los intentos ensayados, dominantes en unas épocas u otras. Los dos más destacables son el de los actos de autoridad y el del servicio público. Pero ninguno ha resultado plenamente satisfactorio.

			La primera versión notable de este tipo de teorías es la que distinguió entre «actos de autoridad» y «actos de gestión». Sólo los primeros, se decía, manifiestan la superioridad de la Administración y sólo ellos están regulados por las reglas del Derecho Administrativo que, asimismo, deben regir todos sus efectos y las relaciones jurídicas que generan. Contrariamente, en los «actos de gestión» la Administración se comporta como un particular; ergo deben quedar sometidos en su producción y efectos al Derecho privado. Pronto esta tesis se reveló incapaz de explicar la realidad y hoy basta pensar en la sanidad pública o en la educación para comprender que, aunque la Administración no realice actos de autoridad sino actos de gestión también está realizando sus actividades típicas y normales, de suerte que el Derecho Administrativo con toda lógica es aplicable.

			La teoría más acabada e influyente de este tipo de construcciones es la de la escuela del servicio público, para la que el Derecho Administrativo no es en general el Derecho de la Administración sino el Derecho de los servicios públicos.

			Para la escuela del servicio público (encabezada por Léon Duguit) la Administración (y el Estado entero) es un conjunto de servicios públicos, una organización destinada a la gestión de servicios públicos. A estos efectos, por servicio público no se entiende sólo la actividad para proporcionar a cada ciudadano individualmente una atención para cubrir sus necesidades (sanidad, educación, servicios sociales…), sino otras muchas: la misma actividad de la policía o del ejercito es, en esta concepción, servicio público, como lo es ofrecer calles, carreteras, jardines, control de actividades privadas para que no perjudiquen los intereses generales, etc. Prácticamente todo lo que se considere una actividad administrativa para la consecución del interés general. Ésa es la tarea fundamental de la Administración, su finalidad institucional. Y el Derecho Administrativo no es más que el Derecho de esos servicios públicos de la Administración: es el que regula esos servicios públicos. Son, además, las necesidades de los servicios públicos las que justifican la existencia de reglas especiales. Si los contratos de la Administración tienen un régimen especial es porque están relacionados con un servicio público (construir una carretera o un hospital o suministrar materiales al ejército o a la policía) y no en otro caso; si los bienes de la Administración tienen un régimen especial es porque están destinados a la prestación de un servicio público (el de la sanidad, el de la educación, el de la defensa…), pero no en otro caso; el personal de la Administración tendrá un régimen especial en cuanto sea el personal para prestar servicios públicos, pero no en otro caso; la Administración tendrá un régimen específico de responsabilidad extracontractual cuando cause daños en la prestación de servicios públicos, pero no en otro caso… Así, cuando la Administración desarrolla actividades sin la condición de servicio público, sería absurdo e injustificado aplicarle el Derecho Administrativo; lo único coherente, según esta forma de razonar, sería aplicar el Derecho privado. Puesto que se utilizaba un concepto amplísimo de servicio público que cubría la inmensa mayoría de las actividades de la Administración, la parte reservada al Derecho privado era muy reducida, incluso, para algunos, limitada a la denominada gestión del dominio privado de la Administración. Tampoco esta atractiva teoría es capaz de explicarlo todo y, además de que no es fácil determinar las fronteras de ese concepto amplio de servicio público, se observó en contra que a veces inequívocos servicios públicos se gestionaban al menos en parte conforme a ciertas normas Derecho privado y, en sentido contrario, que otras actividades, pese a no ser servicio público, se veían afectadas por normas específicas de Derecho Administrativo.

			Ante el fracaso y la frustración en esa búsqueda de un único criterio capaz de explicar todo el Derecho Administrativo y de delimitar por sí solo su ámbito de aplicación, se han adoptado frecuentemente posturas relativistas y eclécticas que renuncian a encontrar ese criterio único y clave del Derecho Administrativo que, a su vez, sea el que explique su ámbito de aplicación y, por exclusión, el de aplicación del Derecho privado a la Administración. Por el contrario, se acepta que esa línea divisoria responde a múltiples criterios variables según las materias; que en realidad no hay aspectos de la Administración sometidos a Derecho Administrativo y otros sometidos a Derecho privado sino que en cada uno hay distintos grados; que todo depende de lo que decidan las leyes (o la misma Administración en la medida en que las leyes le permitan optar por el Derecho Administrativo o por el privado). Pero hay otra forma de enfocar la cuestión, que entendemos más correcta.

			Todas esas tesis reposan en una especie de desdoblamiento de la Administración, según haga lo característico y propio de ella o lo que hace cualquier sujeto privado, partición que no tiene verdadero fundamento. Frente a ellas parece más exacto afirmar que lo importante no es lo que la Administración hace sino lo que la Administración es; que el Derecho Administrativo existe porque la Administración es un sujeto singular que para el ordenamiento es siempre y esencialmente diferente de cualquier otro y, desde luego, de los ciudadanos y sujetos privados: siempre es poder público, incluso cuando no use de su autoridad y privilegios; siempre utiliza dinero público, siempre se sirve de bienes públicos, siempre actúa a través de empleados públicos; siempre debe perseguir los intereses generales, aunque no realice una actividad de servicio público, aunque gestione una propiedad o una empresa como aparentemente podía hacerlo un particular; nunca tiene libertad como sí la tienen los sujetos privados ni autonomía de la voluntad. La Administración es siempre parte del Estado, la personificación interna del Estado, el brazo ejecutor del Estado. Lo es cuando se encarga de la defensa nacional (el ejército) o de mantener el orden público (la policía) lo mismo que cuando recauda impuestos o gestiona una prisión, un colegio, un hospital, la lotería nacional o una fábrica cualquiera. Siempre ha de servir «con objetividad los intereses generales» y siempre ha de hacerlo «con sometimiento pleno a la ley y al Derecho», como proclama el artículo 103.1 CE. Todo esto la marca y la impregna de principio a fin. Por eso tiene un régimen jurídico propio y diferenciado del de los sujetos privados, sea cual sea la actividad que realice, incluso aunque aparente y superficialmente haga lo mismo que podría hacer un sujeto privado. Nunca le es aplicable, propia y exactamente hablando, el Derecho privado porque éste es el que regula a los sujetos privados que son libre e iguales entre sí, y la Administración jamás es uno de esos sujetos ni tiene sentido que el Derecho la trate como a tales. Así puede decirse que nunca tiene sentido aplicar el Derecho privado —que es el de los sujetos particulares, libres, con autonomía de la voluntad y formalmente iguales— a la Administración; y que, correlativamente, el Derecho Administrativo —Derecho público por antonomasia— es aplicable siempre que esté presente la Administración, haga lo que haga.

			Es sugerente la STS 2037/2017, de 20 de diciembre, según la cual incluso cuando se trate aparentemente de relaciones de Derecho privado «la presencia e intervención de la Administración impone la toma en consideración de principios y reglas específicas (…) como la interdicción de la arbitrariedad (…), servicio a los intereses generales, objetividad y legalidad (art. 103.1 CE). Toda actividad administrativa (…) se encuentra siempre y por principio teñida por la finalidad de interés general, y eso determina que la definición y la dinámica de esa relación no pueda ser nunca idéntica a la que se aplica en las relaciones estrictamente particulares. Al contrario, la intervención de la Administración pública en el tráfico jurídico, tanto público como privado, precisará siempre de un substrato jurídico que salvaguarde eficazmente la subsistencia de esos principios generales constitucionalmente garantizados (…) Así ocurre, por ejemplo, con la contratación pública o con las relaciones patrimoniales sobre los bienes públicos. Por mucho que se distinga entre contratos administrativos y contratos privados, o entre sus bienes demaniales y patrimoniales, siempre existirá tanto en unas como en otras modalidades un fondo de Derecho Público indisponible…».

			2. EL DERECHO ADMINISTRATIVO, DERECHO ÚNICO DE LA ADMINISTRACIÓN

			Ínsito está en todas aquellas construcciones que descartamos —las que distinguen para la aplicación del Derecho Administrativo a la Administración según lo que ésta haga— que no consideran que el Derecho Administrativo sea el Derecho único de la Administración puesto que ésta también queda sometida en parte al Derecho privado.

			Es decir, para ellas el régimen jurídico de la Administración es mixto (compuesto de Derecho público, el Administrativo, y de Derecho privado, sobre todo el Civil). Dentro de ellas, cabe en primer lugar concebir al Derecho Administrativo como un Derecho especial, esto es, como un conjunto incompleto de reglas específicas (que pueden ser pocas o muchas) que se aplican a las Administraciones sólo cuando así esté expresamente previsto para aspectos concretos (que pueden ser reducidos o extensos). O cabe concebir al Derecho Administrativo como el Derecho común de las Administraciones públicas, el que se le aplica de ordinario, como regla general. Ésta ha sido la postura dominante en España y defendida con especial acierto por García de Enterría.

			Por el contrario, sostenemos, en concordancia con lo que acabamos de explicar, que el Derecho Administrativo es el Derecho único de la Administración pública. Esta concepción obliga a negar que el Derecho Administrativo esté compuesto sólo por reglas originales.

			3. SOBRE EL CONTENIDO ORIGINAL O NO DE LAS REGLAS DE DERECHO ADMINISTRATIVO

			Muchas de las normas de Derecho Administrativo son distintas de las del Derecho privado. Ya lo vimos antes cuando explicamos que el Derecho Administrativo confería a la Administración privilegios que no tienen los sujetos privados y la sometía a límites que tampoco sufren éstos. Son normas de Derecho Administrativo originales porque, o bien no hay en el Derecho privado ninguna que regule lo mismo o bien la norma que regula ese mismo aspecto lo hace de forma sustancialmente diferente.

			Pero también puede suceder que las normas de Derecho Administrativo sean relativamente parecidas a las que se aplican para los mismos aspectos a los sujetos privados o incluso que sean idénticas. Hasta es posible que el Derecho Administrativo se remita expresamente a las normas de Derecho privado (Civil, Mercantil, Laboral), incluso invocando su fuente formal (el CC, el CCom, la Ley de Sociedades Anónimas, el Estatuto de los Trabajadores, etc.). Dependerá de que se consideren adecuadas para la Administración. Pero, aunque ocurra esto, estas normas se aplicarán a la Administración como Derecho Administrativo y en un contexto y un conjunto jurídico diferente; en el contexto de un estatuto específico de la Administración que siempre es un sujeto jurídicamente diferente de los sujetos privados, compuesto también por reglas distintas y originales. Así que el hecho de que haya reglas similares o iguales a las de Derecho privado, además de muy razonable, no afecta a nada esencial ni significa, propiamente hablando, que se le esté aplicando a la Administración el Derecho privado.

			Lo que cabe afirmar es que, aunque la autonomía del Derecho Administrativo es constante, la originalidad o particularidad de sus reglas es variable (De Laubadère).

			Por tanto, todas las reglas aplicables a la Administración, originales o no, forman parte del régimen jurídico de la Administración, del Derecho Administrativo.

			Acaso pudiera pensarse que esta concepción expuesta no se concilia bien con nuestro Derecho positivo porque hay preceptos —y preceptos notables— que parecen acoger la idea de que la Administración a veces está sometida al Derecho Administrativo, pero otras veces no.

			Se trata sobre todo de los artículos 38 y 39.1 LPAC y 1 LJCA. Estudiaremos estos preceptos en su momento. Aquí suficiente es anticipar que los dos primeros dan presunción de validez y ejecutividad a los actos de la Administración «sujetos al Derecho Administrativo» y que el tercero atribuye a la jurisdicción contencioso-administrativa los pleitos en relación con la actuación de la Administración «sujeta al Derecho Administrativo». De ellos puede inferirse que aceptan que en ocasiones —no se dice cuáles ni por qué— la Administración no está sujeta al Derecho Administrativo, sino a otro que —aunque tampoco lo dicen— debe ser el Derecho privado.

			Sin embargo estos preceptos pueden ser entendidos, conforme a lo que hemos defendido, en el sentido de que distinguen entre los casos en que la Administración queda sujeta a esas partes del Derecho Administrativo en que predominan sus normas originales y aquellas otras dominadas por sus normas iguales a las de Derecho privado.

			Así las cosas, estos preceptos simplemente establecen dos de las reglas originales más características, una sobre el valor de los actos de la Administración y otra sobre su fuero jurisdiccional. En cualquier caso, este tipo de preceptos, se lean en una clave o en otra, no resuelven lo más mínimo el problema que afrontan. De ellos no puede deducirse cuándo la Administración actúa sometida al Derecho Administrativo (rectius, cuando actúa sometida predominantemente a las normas originales del Derecho Administrativo) y cuándo, en consecuencia, podrá dictar actos con presunción de validez y ejecutividad de cuya impugnación habrá de conocer la jurisdicción contencioso-administrativa. Más bien cabría decir al contrario que cuando la Administración puede dictar actos con esas cualidades es que está actuando conforme a las reglas más prototípicas del Derecho Administrativo, conforme a sus reglas más originales, y que será entonces cuando los litigios a que den lugar competerán a la jurisdicción contencioso-administrativa. Así que estos preceptos, más que una solución contienen una petición de principio y son tautológicos. De hecho, ha sido y sigue siendo problemático determinar con exactitud los casos en que la Administración puede producir decisiones con presunción de validez y ejecutividad así como el ámbito de la jurisdicción contencioso-administrativa y los casos en los que, por el contrario, la Administración no cuenta con esos privilegios y sus litigios quedan sometidos a la jurisdicción civil. Para resolverlo hay que acudir a otras ideas que abordaremos en su momento. Si acaso, puede decirse con carácter general que aquellos criterios clásicos que se invocaron para justificar la existencia y la aplicación del Derecho Administrativo pueden servir para justificar la existencia y aplicación de las normas originales del Derecho Administrativo; entre ellas, la de la presunción de validez y ejecutividad de los actos de la Administración y la del sometimiento de los litigios a la jurisdicción contencioso-administrativa. Pero a nuestros efectos actuales basta poner de relieve que ese género de preceptos realmente no condicionan el concepto de Derecho Administrativo ni excluyen el que hemos acogido.

			4. SOBRE LAS LAGUNAS DE LAS NORMAS DE DERECHO ADMINISTRATIVO Y LA FORMA DE COLMARLAS

			Todo lo dicho hasta aquí permite explicar también que la inexistencia de una de esas normas específicas para la Administración no comporta sin más y necesariamente la aplicación de las normas establecidas para los sujetos privados. Por el contrario, ante la inexistencia de una norma específica de Derecho Administrativo para regular algún aspecto de la vida administrativa habrá propiamente una laguna que deberá colmarse deduciendo la solución del conjunto del Derecho Administrativo hasta construir una nueva regla, que será también una regla de Derecho Administrativo. Pese a lo que dice el artículo 4.3 CC, las lagunas de las normas de Derecho Administrativo no se resuelven con las normas de Derecho Civil, sino que el Derecho Administrativo autointegra sus lagunas (García de Enterría), aunque pueda hacerlo con soluciones inspiradas en las del Derecho Civil u otras ramas del Derecho.

			Es ilustrativa la STS 53/2020, de 22 de enero, cuando en su FJ 6.º critica la solución que da por supuesto que «el CC y, más en general, el Derecho privado, son supletoriamente aplicables en cualquier relación regida por el Derecho Administrativo en que no haya una norma legal o reglamentaria que contemple el correspondiente supuesto de hecho». Por el contrario, dice que «semejante automatismo en el carácter supletorio del Derecho privado, sin valorar las posibles peculiaridades y exigencias de cada tipo de relación jurídico-administrativa, es problemático. Es verdad que el apartado tercero del artículo 4 CC establece que “las disposiciones de este Código se aplicarán como supletorias en las materias regidas por leyes especiales”, pero ello se refiere primariamente a la legislación civil y mercantil, no a la legislación administrativa. En este orden de ideas no hay que olvidar que el Derecho Administrativo (…) se funda en determinados principios que son nítidamente distintos de los propios del Derecho privado».

			Quizás esa nueva regla sea distinta de las que rigen para los particulares o quizá sea similar o idéntica a las establecidas en el Derecho privado para relaciones entre particulares. Puede incluso que el juez para la formulación de esta nueva regla se inspire en las reglas de otras ramas del Derecho que resuelven cuestiones similares para relaciones no administrativas o, al menos, en los principios que laten en esas otras reglas. O puede, por contra, que deduzca esa nueva regla de otras específicas ya existentes de Derecho Administrativo de las que pueda inducir un principio general o aplicarlas analógicamente.

			Imaginémonos que nos encontramos ante el supuesto de que un particular motu proprio asume a su costa la reparación de un bien de la Administración. Supongamos, además, que el supuesto encaja perfectamente en lo que en Derecho Civil se conoce como gestión de negocios ajenos y que se regula en los artículos 1.888 a 1.894 CC para, claro está, la gestión de un particular de los negocios de otro particular. Y supongamos además que, por el contrario, no hay ninguna norma de Derecho Administrativo que regule los derechos y obligaciones recíprocos de ese sujeto y de la Administración en tal hipótesis; es decir, que no hay una regulación de Derecho Administrativo para el supuesto de la gestión por un particular de los negocios de la Administración. Pues lo que afirmamos significa que no por existir esta laguna de las normas de Derecho Administrativo se debe aplicar el CC. Habrá que resolver el asunto inventando una regla de Derecho Administrativo. Quizás acabe por ser una regla idéntica a la del CC porque se piense que, en realidad, también es adecuada para la Administración; o tal vez se opte por negar radicalmente la aplicación de las reglas del CC porque se considere perturbador que un particular se entrometa en los asuntos administrativos o porque se rechace que un particular pueda comprometer los gastos públicos y, en consecuencia, no se le quiera reconocer ningún derecho ni siquiera al más mínimo reembolso de los gastos que hizo y que beneficiaron a la Administración; o también es posible finalmente que se invente una regla que tenga ciertas similitudes con las del CC pero también algunas diferencias para adaptarlas a las singularidades de la vida administrativa, a las normas sobre gasto público… No importa aquí resolver esta cuestión ni exponer cómo se ha resuelto esta laguna. Lo único que pretendemos es ejemplificar que las lagunas de las normas del Derecho Administrativo no llevan necesariamente a la aplicación de las normas de Derecho privado.

			5. FACTORES QUE EXPLICAN LA ORIGINALIDAD DE LAS NORMAS DE DERECHO ADMINISTRATIVO

			Con el concepto dado de Derecho Administrativo se pueden y deben retomar nociones como la del acto de autoridad o sobre todo la de servicio público, pero con una función distinta a la que antes descartamos. No son, como pretendieron las teorías clásicas y ya rechazadas, la clave que explique el Derecho Administrativo en su conjunto. Pero sí que son las que, junto con otros factores, han venido justificando en gran medida que las normas de Derecho Administrativo sean muchas veces diferentes de las del Derecho privado, es decir, originales. Sobre todo, han justificado privilegios de la Administración. Son también las que hacen que sus lagunas se cubran frecuentemente con reglas o principios distintos de los de Derecho privado. Por eso también son nociones que han de orientar su creación, su interpretación y su aplicación.

			Más en concreto, es oportuno enfatizar el valor que se atribuye a los servicios públicos y a su principio cardinal, el de la continuidad de los servicios públicos, principio que fundamenta en amplia medida muchas de las normas más específicas del Derecho Administrativo.

			Los servicios públicos (sanidad, educación, policía, bomberos, transportes, etc.) son los que satisfacen las exigencias del interés general y por ello debe garantizarse su funcionamiento ininterrumpido, mucho más allá de lo que procede respecto a las actividades privadas. Para ello los bienes de la Administración afectos a un servicio público tienen un régimen muy singular que se basa en su inalienabilidad, imprescriptibilidad e inebargabilidad y que, a partir de ahí, está rodeado de otras muchas reglas peculiares, con muchos privilegios y límites administrativos, que tienden a garantizar la continuidad de los servicios públicos a que están adscritos. Para ello se impone a los empleados de la Administración un régimen igualmente original con, entre otras cosas, limitaciones del derecho de huelga y diversas particularidades que tratan de garantizar la continuidad de los servicios públicos. Para ello los contratos de la Administración relacionados con los servicios públicos tienen normas peculiares y confieren poderes específicos a la Administración o incluso derechos singulares a los contratistas cuyo sentido último es asegurar la continuidad de los servicios públicos. Para ello se establecen en casos de crisis normas que, pese a todas las dificultades, aseguren la continuidad de los servicios públicos, etc.

			Aun así, insistamos en que estas nociones no son las únicas capaces de orientar el contenido y originalidad del Derecho Administrativo y que la simple presencia de la Administración es de por sí suficiente para justificar numerosas singularidades del Derecho Administrativo.

			III. CONCEPTO DE ADMINISTRACIÓN. LAS ADMINISTRACIONES EN EL CONJUNTO DE ENTES PÚBLICOS

			La anterior definición de Derecho Administrativo hace necesario, a su vez, determinar qué entendemos por Administración pública a estos efectos. El concepto que buscamos de Administración pública es un concepto jurídico, no sociológico ni político ni económico; un concepto jurídico de Administración que precisamente sirva para completar la definición de Derecho Administrativo y para delimitar su ámbito de aplicación.

			1. LA ADMINISTRACIÓN COMO PARTE DE LA ORGANIZACIÓN DEL ESTADO ENCUADRADA EN EL PODER EJECUTIVO

			Aclaremos en primer lugar que hablamos de Administración pública en sentido orgánico o subjetivo, esto es como organización.

			No hablamos, por tanto, de la administración pública como una función o un tipo de actividad dentro de las estatales o públicas ni decimos que el Derecho Administrativo sea el Derecho que regula esa función o actividad objetiva o materialmente administrativa sea quien sea el órgano o persona que la realice. Ha habido muchos intentos de definir el Derecho Administrativo como el Derecho que regula esa actividad o función objetiva o materialmente administrativa, sea quien fuere el que la realice. Incluso parece que recientemente esas tesis resurgen con nuevos bríos. Aunque aparentemente explican algunos aspectos de la realidad, sostenemos aquí que a la postre están condenadas al fracaso por muchas razones: la dificultad para encontrar un concepto material de actividad administrativa; se sustentan sobre un dato irrelevante y artificioso para la Constitución que no se corresponde con lo esencial; no acotan un régimen jurídico uniforme ni coherente; no captan lo esencial y deforman buena parte de la realidad jurídica. Olvidan lo fundamental que es la singularidad de la Administración como organización, institución y sujeto, que es un aspecto evidente, incontrovertible y arraigado con sólidos fundamentos teóricos.

			La Administración pública es, desde luego y en primer lugar, parte de la organización del Estado. Esto es un dato crucial que marca una diferencia de raíz y muy relevante con los sujetos privados que quedan todos excluidos del concepto de Administración pública.

			El Estado no es un ente más junto a otros sujetos y entes sociales. Hay una división radical y profunda entre el Estado y todos los demás sujetos internos. El Estado, al menos desde las Revoluciones liberales, no es el poder político superior sino el monopolio del poder político. No sólo es desigual a todos los demás sujetos, sino que entraña la concentración de todas las desigualdades jurídicas. Todos los demás sujetos son jurídicamente iguales entre sí. A partir de esas diferencias insalvables entre el Estado y los demás sujetos, surgen otra infinidad de diferencias jurídicas. Siendo la Administración parte del Estado goza de las cualidades del Estado, y su Derecho, el Derecho Administrativo, es Derecho público por antonomasia. Existe una diferencia esencial entre Derecho público (el de las organizaciones estatales) y Derecho privado (el de los sujetos particulares entre sí): por más que muchas veces se entremezclen en su aplicación al mismo asunto o por más que algunas de sus normas se asemejen entre sí (como ocurre a veces y más últimamente), la división entre Derecho público y privado sigue siendo —y no puede dejar de ser salvo cambio drástico de todo el sistema político y jurídico— fundamental y cardinal.

			Cualquier sujeto u organización que no sea parte del Estado no es Administración pública. Esto excluye a todas las personas físicas y a las personas jurídicas creadas por la voluntad de éstas.

			Toda organización creada por la voluntad de los particulares queda al margen de la organización estatal y, por tanto, de la Administración pública.

			Si esa organización creada por la voluntad de los particulares alcanza a tener personalidad jurídica, será una persona jurídica privada, que estará creada, organizada y regida conforme al Derecho privado y que sobre todo será un instrumento al servicio de la voluntad y aspiraciones de sujetos particulares, ya tenga por fin la obtención de lucro o, en el extremo opuesto, los fines más altruistas o espirituales. Así, son personas de Derecho privado que no son Administración ni parte del Estado las asociaciones, las fundaciones, las sociedades mercantiles, los partidos políticos, los sindicatos, las iglesias… Y ello aunque eventualmente se propongan, como fruto de iniciativas privadas, defender los intereses generales (como es propio de lo que se llaman modernamente Organizaciones no gubernamentales, ONGs) e incluso aunque sean declaradas de utilidad o interés público. Siguen sin serlo aunque reciban dinero público o incluso aunque en virtud de contratos u otro título realicen actividades de colaboración con el Estado (con las Administraciones públicas) o se coloquen a ciertos efectos en su lugar (v. gr., colegios privados concertados, empresas que construyen carreteras para la Administración o prestan el servicio público de ambulancias…). Y por supuesto no lo son aunque de hecho hayan adquirido un gran poder o una gran repercusión social o incluso aunque lleguen a condicionar las decisiones de los Estados.

			El resto, o sea, el conjunto de organizaciones no creadas por la voluntad de los sujetos privados, es muy heterogéneo y no todas son Administración pública. Sólo tienen en común que son organizaciones existentes por voluntad directa del Estado, es decir, de los poderes públicos, no por la voluntad de los sujetos privados.

			Para acotar el concepto de Administración pública en los Estados con división de poderes, como el nuestro, hay que excluir todas las organizaciones propias del Poder Legislativo y Judicial. Su significado y posición jurídica es por completo y por esencia en un Estado con división de poderes distinto del de la Administración. Por tanto, aunque forman parte del Estado, quedan fuera de la Administración pública organizaciones propias del Poder Legislativo (Congreso, Senado y Parlamentos autonómicos) o del Poder Judicial (con los juzgados y tribunales, y con sus órganos de gobierno, sobre todo el Consejo General del Poder Judicial). En tanto que en la Constitución hay más que los tres Poderes clásicos, conviene añadir que también quedan fuera de la Administración pública el Tribunal Constitucional y la Corona, así como el Defensor del Pueblo y el Tribunal de Cuentas (y sus equivalentes autonómicos).

			Así las cosas, podría identificarse a la Administración pública con la organización del Poder Ejecutivo o encuadrada o dependiente del Poder Ejecutivo. Pero eso es sólo aproximativo. La complejidad organizativa actual del Estado hace necesarias varias observaciones y distinciones complementarias para delimitar el concepto de Administración pública.

			2. LA PLURALIDAD DE ADMINISTRACIONES EN EL CONJUNTO MÁS AMPLIO DE ENTES PÚBLICOS O DEL SECTOR PÚBLICO

			Por lo pronto hay ya que aclarar que, aunque hasta ahora hemos hablado de la Administración, en singular, como si hubiera una sola, realmente hay una pluralidad de Administraciones públicas, cada una de ellas con personalidad jurídica propia y con algún grado de autonomía (muy elevado en unos casos e ínfimo en otros) respecto a las demás.

			Retengamos ese dato de que cada una de las Administraciones públicas es una persona jurídica; por tanto, centro de imputación de poderes, deberes, obligaciones y sujeto de relaciones jurídicas. Es un dato relevante para el Derecho español que, además, lo proclama expresamente: «Cada una de las Administraciones públicas… actúa para el cumplimiento de sus fines con personalidad jurídica única» (art. 3.4 LRJSP). Así que, completando la definición dada inicialmente, podemos decir que el Derecho Administrativo es el sector del ordenamiento que regula a esas personas jurídicas que llamamos Administraciones públicas.

			Pero hay otros entes públicos (personas jurídicas creadas por la voluntad de los poderes públicos y no encuadradas en los otros Poderes del Estado distintos del Ejecutivo) que no son Administraciones públicas; no, al menos, para nuestro Derecho. Si acaso, a ese conjunto heterogéneo se puede aludir genéricamente como «sector público», como hacen varias leyes. Pero, no todos los entes del sector público son Administraciones. Por tanto, hay que concretar algo más.

			Para seguir avanzando es necesario dar cuenta de las clases de entes públicos y, para ello, conviene partir de la distinción entre los territoriales y los no territoriales.

			3. ENTES PÚBLICOS TERRITORIALES. LAS ADMINISTRACIONES TERRITORIALES

			Son entes territoriales el Estado, las Comunidades Autónomas y los entes locales (esencialmente, los Municipios). Súmese a ello las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla que, a caballo entre las Comunidades Autónomas y los entes locales, son entes territoriales.

			Los entes territoriales tienen como substrato social todo el conjunto de población de un territorio, toda una sociedad completa que se asienta y desarrolla en un espacio determinado (el substrato del Estado español es la Nación española; el de las Comunidades Autónomas una región o nacionalidad; el de un Municipio una ciudad o pueblo), mientras los no territoriales, o no tienen ningún substrato social (caso de los entes institucionales) o sólo incluyen a un sector concreto de la sociedad (los empresarios en las Cámaras de Comercio, o los médicos en los Colegios de Médicos…). Así, los territoriales constituyen por esencia entes políticos, colectividades con relevancia política y asuntos públicos de gran amplitud en tanto que los no territoriales no presentan tal característica. Sólo respecto a los entes territoriales el artículo 137 CE habla de gestión de «sus respectivo intereses». Los entes territoriales son los que verdaderamente vertebran todo el sistema político, los que realmente constituyen los centros de poder político, de modo que todo asunto público es responsabilidad de alguno de ellos. Por eso, los entes territoriales tienen las potestades superiores; por eso, sus potestades afectan a todos los sujetos que, aunque sea transitoriamente, se encuentren en su territorio; por eso tienen gran amplitud de fines; por eso los titulares de sus órganos superiores son elegidos por su población sin intervención de otros entes; etc.

			Las Administraciones territoriales son las de estos tres géneros de entes territoriales: la Administración del Estado, las de las Comunidades Autónomas y las Administraciones locales (más las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla). Son las piezas estructurales de todo el conjunto de Administraciones públicas. Son las Administraciones por antonomasia y, desde luego, las primeras, esencial e indiscutiblemente sometidas al Derecho Administrativo.

			Puede resultar chocante que se contraponga el Estado a las Comunidades Autónomas y a los entes locales si, como hemos dicho antes, toda Administración pública es parte de la organización del Estado, es Estado. Lo que sucede es que se habla de Estado en dos sentidos distintos. La misma Constitución emplea la locución Estado en dos sentidos, como explicó la STC de 28 de julio de 1981: «El término Estado es objeto en el texto constitucional de una utilización claramente anfibológica. En ocasiones […] el término Estado designa la totalidad de la organización jurídico-política de la Nación española, incluyendo las organizaciones propias de las nacionalidades y regiones que la integran y la de otros entes territoriales […]; en otras por el contrario, por Estado se entiende sólo el conjunto de las instituciones generales […] contraponiendo estas instituciones a las propias de las Comunidades Autónomas y otros entes territoriales autónomos». En el primer sentido podemos hablar del Estado global, que comprende al Estado en sentido estricto pero también a todas las entidades infraestatales, sean autonómicas o locales. En el segundo sentido hablamos del Estado en sentido estricto para referirnos sólo al conjunto de las instituciones con competencias en todo el territorio nacional (entre ellas, la Administración del Estado con sus Ministerios, las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno…); en este sentido sí se contrapone Estado a Comunidades Autónomas y a entes locales.

			Hemos hablado, en primer lugar, de la Administración del Estado. La Administración del Estado es una persona jurídica única. Dentro de ella hay órganos —por ejemplo, los Ministerios— sin personalidad jurídica.

			El Estado, en su conjunto, no tiene personalidad jurídica en el Derecho interno (sí en el Derecho internacional). No se puede confundir al Estado con la Administración del Estado. El Estado es también su población, su territorio y toda su organización (Cortes, Poder Judicial…), no sólo su Administración.

			Ni siquiera cabe identificar plenamente a la Administración del Estado con el Poder Ejecutivo del Estado. En éste se integra la Administración del Estado pero también el Gobierno. Y el Gobierno no es pura y simplemente Administración. Muy frecuentemente actúa como un órgano —el superior— de la Administración del Estado: decide sobre ciertos contratos de esa Administración, sobre sus expropiaciones, sobre nombramientos de autoridades de la Administración…. Cuando así sucede es Administración y queda sometido al Derecho Administrativo como cualquier otro órgano de la Administración del Estado. Pero en otra faceta el Gobierno (o incluso su Presidente solo) actúa como órgano del Estado, pero no de su Administración; por ejemplo, cuando aprueba un Proyecto de Ley para su remisión a las Cortes, cuando actúa como representante del Reino de España en relaciones internacionales, etc. En esas otras actuaciones no actúa como órgano de la Administración y, por ende, queda en principio al margen del Derecho Administrativo. Incluso se habla de actos políticos del Gobierno como algo distinto de los genuinos actos administrativos, según veremos oportunamente.

			Se ha hecho habitual hablar, porque lo hacen las leyes, de Administración General del Estado para referirse a esa persona jurídica única y contraponerla al conjunto de entes institucionales que dependen de ella.

			En segundo lugar, nos hemos referido a las Administraciones de cada una las diecisiete Comunidades Autónomas. La Administración de cada Comunidad Autónoma es una persona jurídica, como dice para la andaluza el artículo 2.2 LAJA. Dentro de ella hay órganos —por ejemplo, las Consejerías— sin personalidad jurídica.

			No se puede confundir a la Comunidad Autónoma con su Administración (pese a lo que dice el art. 139.1 EAA). Cada Comunidad Autónoma es también su población, su territorio y toda su organización (también su Parlamento), no sólo su Administración.

			Ni siquiera cabe identificar a la Administración de cada Comunidad Autónoma con el Poder Ejecutivo de esa Comunidad. Mutatis mutandis, puede decirse de los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas algo similar a lo dicho del Gobierno de la Nación. Aunque en las Comunidades Autónomas no hay Poder Judicial (porque en España éste es único y no está descentralizado) sí hay Poder Legislativo y Ejecutivo. La Administración de cada Comunidad se integra en el Poder Ejecutivo de la Comunidad. Y los Gobiernos autonómicos, aunque siempre integran el Poder Ejecutivo de la Comunidad, son, por una parte, el órgano máximo de su Administración y, por otra, órgano político de la Comunidad en su conjunto. Sólo en cuanto a lo primero quedan sometidos al Derecho Administrativo.

			A las Administraciones de las Comunidades Autónomas se les suele llamar simplificadamente «Administraciones autonómicas», expresión aceptable siempre que se comprenda que no son las únicas Administraciones dotadas de autonomía (también la tienen, p. ej., los Municipios).

			De entre las Administraciones autonómicas nos interesa aquí especialmente la de Andalucía. Aclaremos ahora sólo que no puede identificarse a la Administración de Andalucía con la «Junta de Andalucía». La Junta de Andalucía «es la institución en que se organiza políticamente Andalucía» e incluye también al Parlamento de Andalucía (art. 99.1 EAA). A este respecto, los términos no son del todo homogéneos; por ejemplo, con el término de Junta de Galicia se alude a su Poder Ejecutivo y Administración de esa Comunidad Autónoma, no a su Parlamento.

			En tercer lugar, hemos citado a las Administraciones de los entes locales. «Son entes locales territoriales: a) El Municipio. b) La Provincia. c) La Isla en los archipiélagos balear y canario» (art. 3.1 LRBRL). Cada uno de los municipios (más de 8.000 actualmente en España) y cada Provincia es una persona jurídica (arts. 11.1 y 31.1 LRBRL), aunque dentro de ella hay distintos órganos: la alcaldía o presidencia, el pleno…

			No se puede confundir al ente local con su Administración. Así, un Municipio es su población, su territorio y su organización, como dice el artículo 11.2 LRBRL. Ahora bien, en el caso de los entes locales toda su organización es su Administración. Al ser toda su organización la administrativa se tiende a identificar, aunque no sea exacto, ente local y Administración local. A su vez, como en los Municipios su organización administrativa es normalmente su respectivo Ayuntamiento se tiende a identificar Municipio y Ayuntamiento; pero realmente el Ayuntamiento es sólo la organización administrativa del Municipio.

			Aclaremos, por otra parte, que de las cincuenta Provincias españolas no todas son Administraciones locales (no lo son, p. ej., en las Comunidades Autónomas uniprovinciales ni lo son propiamente en el País Vasco donde son algo más que Administraciones locales). Pero sí lo son normalmente, y desde luego lo son las ocho provincias andaluzas. La organización administrativa de la Provincia como ente local es normalmente la Diputación. Así sucede en las ocho provincias andaluzas, cada una con sus respectiva Diputación. Pero no tiene que ser así en toda España (no lo es, p. ej., en Canarias: hay provincias pero no Diputaciones).

			Además de Municipios y Provincias puede haber otras Administraciones locales territoriales. Así en Baleares y Canarias lo son sus once Islas encarnadas respectivamente por los Consejos y Cabildos Insulares. En Cataluña y Aragón son Administraciones locales territoriales las Comarcas (no ocurre así en Andalucía). También puede haber en toda España Administraciones locales territoriales inframunicipales (hay unas 3.700 en España, sólo unas 50 en Andalucía; p. ej., Algallarín, Bobadilla) que ocupan un papel menor. Por otra parte, hay también Administraciones locales no territoriales; destacadamente las Mancomunidades, que forman voluntariamente varios Municipios (hay en España unas 1.000; en Andalucía cerca de 90).

			4. ENTES PÚBLICOS NO TERRITORIALES: INSTITUCIONALES Y CORPORATIVOS

			El resto de entes públicos no son territoriales, lo que, conforme a lo explicado, comporta su inferioridad respecto a los territoriales. Esta categoría de los entes públicos no territoriales incluye personas jurídicas muy diversas (una Universidad pública, un Colegio profesional, una sociedad anónima de capital íntegramente de un municipio, etc.). Nos ocuparemos oportunamente de ellos (lecciones 13 y 14). Ahora sólo procede una visión panorámica para dar cuenta de que en nuestro Derecho algunos de estos entes son calificados como Administraciones públicas, pero otros no. A tal efecto, hay que distinguir entre entes públicos institucionales y entes públicos corporativos.

			Los entes públicos institucionales se crean y existen para realizar una concreta actividad que en principio es propia de una Administración territorial. Por ejemplo, se crea la Agencia Estatal de la Administración Tributaria para realizar parte de las tareas que en principio son de la Administración del Estado; igualmente el Servicio Andaluz de Salud existe para desarrollar actividades que en principio son de la Administración andaluza; y lo mismo podría decirse de una gerencia municipal de urbanismo o de una entidad creada por un Ayuntamiento para la gestión de los transportes públicos locales. ¿Se considera que estos entes institucionales son Administraciones? Depende.

			En resumen, puede afirmarse que se consideran Administraciones los entes institucionales creados y personificados conforme a Derecho público (los que la LRJSP llama «organismos públicos», más los entes institucionales atípicos, incluidas las autoridades administrativas independientes, como se verá en la lección 13).

			Los que quedan fuera de ese concepto de Administración pública son los entes institucionales creados y personificados conforme a Derecho privado, o sea, iguales que los que pueden crear los sujetos privados. Así, primero, las fundaciones creadas por una Administración iguales a las constituidas por voluntad de los particulares. Y, segundo, las sociedades mercantiles (por ejemplo, sociedades anónimas) creadas exclusivamente por una o varias Administraciones igual que las pueden constituir los sujetos privados. Ni unas ni otras son Administraciones públicas ni, por ende, están en principio sometidas al Derecho Administrativo.

			Esto puede parecer absurdo. Y en gran parte lo es. Lo es que se permita a las Administraciones servirse de unas fórmulas que están pensadas al servicio de los sujetos privados, en vez de las configuradas específicamente para ellas. Lo es que así se permita a las Administraciones huir de su Derecho específico, el Derecho Administrativo, con todo lo que ello entraña. De hecho, se viene reaccionando contra todo esto, contra esta conocida como «huida del Derecho Administrativo». Por un lado, se ha limitado la posibilidad de que las Administraciones creen estas personas de Derecho privado o de que les atribuyan ciertas funciones públicas. Por otro, se ha impuesto a estos entes de titularidad administrativa pero personificados conforme al Derecho privado el sometimiento a ciertas reglas iguales a las de las Administraciones de modo que ya no están sujetas a un régimen idéntico al de sus equivalentes cuando son realmente privadas. De hecho, se les considera incluidos en el sector público y hay ciertas normas que se aplican a todo el sector público. De todo esto se irá dando cuenta oportunamente. Pero, incluso así, lo cierto y lo que aquí importa retener es que no son Administraciones públicas ni propiamente están sometidas al Derecho Administrativo.

			Hablaba en segundo lugar de los entes públicos corporativos. Entre ellos están destacadamente los Colegios Profesionales (de Abogados, de Médicos, de Arquitectos…) y las Cámaras de Comercio. Pero también las Cofradías de Pescadores, los Consejos Reguladores de las Denominaciones de Origen, las Juntas de Compensación Urbanística, la Organización Nacional de Ciegos de España (ONCE), etc.

			Pero, ¿son Administraciones públicas? No es inusual responder afirmativamente (así, Cosculluela); y hasta es habitual referirse a todas ellas como «Administración corporativa». Pero sostenemos aquí, por entender que es lo que mejor refleja su situación actual en el Derecho español, que no lo son: son entes públicos, son, incluso, poderes públicos, hasta sirven como instrumentos a las Administraciones públicas; pero no son Administraciones públicas. Por ello, no se rigen por el Derecho Administrativo salvo en aspectos concretos.

			5. ENTES EN LOS QUE SE INTEGRAN VARIAS ADMINISTRACIONES

			No queda completo el panorama sin aludir a ciertos entes de los que forma parte una Administración junto con otra u otras o junto con otros sujetos que no son Administración. También los hay con formas de personificación de Derecho público, que son Administraciones y están regidas por el Derecho Administrativo, y de Derecho privado, que no son Administraciones ni están reguladas por el Derecho Administrativo.

			Entre los de Derecho público los prototipos son los consorcios y las mancomunidades. En los consorcios se integran varias Administraciones de distinto tipo (p. ej., la Administración del Estado y la de una Comunidad Autónoma) o eventualmente sujetos públicos o privados sin ánimo de lucro (p. ej., un consorcio formado por un Ayuntamiento y la asociación contra el cáncer). Las mancomunidades las integran varios Municipios. En ambos casos se trata de Administraciones públicas no territoriales y sujetas al Derecho Administrativo.

			Entre los de Derecho privado, cabe que varias Administraciones creen una sociedad mercantil igual que podrían hacerlo varios sujetos privados. También puede suceder que varias Administraciones creen conjuntamente una Fundación conforme a la legislación de fundaciones de Derecho privado (Ley 50/2002, de Fundaciones). O que constituyan una asociación igual que las que pueden crear personas privadas conforme a la Ley Orgánica de Asociaciones (Ley Orgánica 1/2002). En ninguno de estos casos, el ente creado será Administración pública ni, por tanto, regido por el Derecho Administrativo.

			Por otra parte, y también conforme a Derecho privado, es posible que una Administración constituya una sociedad mercantil o una asociación o una fundación con sujetos que no son Administración. El caso más destacable es el de una sociedad anónima con varios socios, uno o varios de los cuales es Administración y los restantes son sujetos privados (se les llama sociedades de economía mixta). Ninguno de estos entes es realmente un ente institucional o instrumental puesto que ninguno de ellos es creado sólo por una Administración ni es un simple instrumento suyo. En cualquier caso, no son Administraciones ni, por tanto, están sometidos al Derecho Administrativo. Cosa distinta es que algunos de ellos sí sean considerados parte del «sector público» y tengan por ello un régimen en el que sí se incluyen algunas normas iguales o similares al de las Administraciones, es decir, algunas normas iguales o similares a las de Derecho Administrativo.

			IV. LA APLICACIÓN DE NORMAS DE DERECHO ADMINISTRATIVO A SUJETOS DISTINTOS DE LA ADMINISTRACIÓN

			Hemos establecido una relación directa y plena entre Derecho Administrativo y Administración pública de manera que, primero, el Derecho Administrativo (aunque sean sus normas iguales a las de Derecho privado) se aplicará siempre que esté presente la Administración y, segundo, sólo se aplicará cuando esté presente la Administración, no cuando se trate de sujetos (públicos o privados) que no sean Administración.

			Esta última conclusión parece, sin embargo, desmentida por la realidad pues la verdad es que ciertas reglas de Derecho Administrativo se aplican a sujetos a los que hemos negado la condición de Administración pública.

			Unas veces ocurre así porque las normas específicas reguladoras de esos sujetos se remiten a las de Derecho Administrativo.

			Ejemplo de ello suministra la LOPJ cuando establece el régimen del Consejo General del Poder Judicial, que ya hemos explicado que no es Administración. En buena medida, contiene la LOPJ reglas específicas para la actuación de este Consejo. Pero dice su artículo 640: «La indemnización de los daños y perjuicios causados por el Consejo General del Poder Judicial queda sometida al régimen de la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas». O sea, a ese respecto, en vez de haber establecido un régimen específico de responsabilidad patrimonial por los daños que cause el Consejo o de haberse remitido a otro régimen de responsabilidad (el de Derecho privado, el de los Juzgados y Tribunales, etc.), la Ley ha decidido que sea de aplicación el mismo que rige para los casos en los que quienes causen los daños sean las Administraciones, es decir, el de Derecho Administrativo. En la misma línea, el artículo 642 LOPJ dice: «En todo cuanto no se hallare previsto en esta Ley Orgánica y en los Reglamentos del Consejo General del Poder Judicial, se observarán, en materia de procedimiento, recursos y forma de los actos del Consejo General del Poder Judicial, en cuanto sean aplicables, las disposiciones de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas…». Por tanto, a ciertos efectos son de aplicación, siquiera supletoria, ciertas normas de Derecho Administrativo.

			Otro ejemplo hay en el artículo 2.2 LBCOCISN según el cual a las Cámaras de Comercio, que hemos mantenido que no son Administraciones, «les será de aplicación, con carácter supletorio, la legislación referente a la estructura y funcionamiento de las Administraciones Públicas en cuanto sea conforme con su naturaleza y finalidades».

			Otras veces sucede porque las mismas normas de Derecho Administrativo declaran expresamente su aplicación, además de a las Administraciones, a estos otros entes.

			Buen ejemplo de esto último ofrece la LPAC. Enumera en su artículo 2.3 los entes a los que considera Administración pública. Fuera de ese concepto quedan, entre otras, las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las Administraciones a las que se refiere en su artículo 2.2.b); eso significa que quedan fuera, según hemos visto, las fundaciones creadas por una Administración o las sociedades mercantiles de las que sea único titular una Administración. Pero el mismo artículo 2.2.b) dice que, aunque no son Administraciones, «quedarán sujetas a lo dispuesto en las normas de esta Ley (o sea, las mismas que rigen para las Administraciones) que específicamente se refieran a las mismas, y en todo caso, cuando ejerzan potestades administrativas». Por tanto, es esta misma Ley la que decide una cierta aplicación de normas de Derecho Administrativo a entes que no considera Administraciones. Algo parecido se deduce del artículo 2.4 para las Corporaciones de Derecho Público de base sectorial: no las considera Administraciones Públicas pero establece que se les aplicará esta Ley, al menos parcial y supletoriamente. Y también es significativa la disposición adicional 5.ª de la misma Ley relativa a órganos públicos no administrativos y ni siquiera del Poder Ejecutivo (el Congreso de los Diputados, el Tribunal Constitucional…) de los que se dice que, en cuanto a su «actuación administrativa», se regirán «por lo previsto en su normativa específica, en el marco de los principios que inspiran la actuación administrativa de acuerdo con esta Ley». En suma, vemos que una Ley tan propia del Derecho Administrativo y pensada para las Administraciones se aplica también en parte a entes y órganos que no son Administraciones.

			Otros ejemplos pueden verse en la Ley de Transparencia (arts. 2 a 4); en la LCSP (arts. 2 y 3); en la LGSub (art. 3); en el EBEP (art. 2); en la LPAP (art. 2); en la LGP (arts. 1 a 3); y, especialmente, en la LJCA, sus artículos 1 y 2 [sobre todo sus apartados a), c) y d)] que evidencian que la jurisdicción contencioso-administrativa ya no es sólo la propia de las Administraciones.

			Ante este hecho incuestionable de que algunas normas de Derecho Administrativo se aplican a entes que no hemos considerado Administraciones, caben soluciones como éstas: negar, en contra de lo que hemos venido explicando, que el Derecho Administrativo sea el Derecho de las Administraciones públicas para afirmar que es el de la actividad materialmente administrativa; o bien, rectificar la definición que hemos dado de Administración pública para considerar también Administraciones a estos otros sujetos. Parte de la doctrina se inclina más o menos decididamente por esas soluciones. Las creo, sin embargo, erróneas y condenadas al fracaso porque prescinden de lo esencial y generan, a la postre, más confusión que claridad. La explicación correcta, aunque pueda parecer más complicada, es otra.

			El hecho de que ciertas normas de Derecho Administrativo sean aplicables a entes que no son Administraciones no debe llevar a abjurar de cuanto hemos venido explicando sobre el concepto de Administración, de Derecho Administrativo y sobre su ámbito de aplicación.

			Lo que en esencia sucede es que esos otros sujetos (que no son y siguen sin ser Administraciones) tienen un régimen jurídico (que no es el de Derecho Administrativo) propio (unas veces de Derecho privado y otras de Derecho público, pero no Administrativo) en el que se incluyen para regular algunas de sus actividades (normalmente una parte reducida) ciertas normas iguales o parecidas a las de las Administraciones. Pero, incluso cuando sean iguales, se les aplican en un contexto distinto, en un conjunto diferente, el de su propio Derecho, y no como normas de Derecho Administrativo. Con esto, lo que queda afectado es sólo la originalidad o el particularismo de las normas de Derecho Administrativo. Si conforme a lo que ya expusimos tal originalidad era relativa porque el Derecho Administrativo incorporaba normas iguales o similares a las de otros Derechos (sobre todo Civil, pero también Mercantil, Laboral y, para algunos aspectos, Penal), ahora también se reduce porque el Derecho de otros sujetos incorpora normas iguales o parecidas a las de Derecho Administrativo. Gráficamente podríamos decir que con lo que explicamos antes la originalidad del Derecho Administrativo se reducía porque importaba reglas procedentes de otros Derechos; con lo que añadimos ahora se reduce porque exporta reglas a otros Derechos. Tanto que cabe decir que muchas de las normas que inicialmente eran de Derecho Administrativo, sin dejar de serlo, han sido el germen de principios generales de más amplio radio de acción, incluso de todo el ordenamiento. Pero como ya dijimos que esa originalidad es variable y no consustancial, nada del concepto ni del ámbito de aplicación del Derecho Administrativo ha cambiado.

			A partir de ahí la cuestión, ya secundaria, es la de explicar las causas por las que el régimen propio de esos diversos sujetos que no son Administraciones integra normas iguales o parecidas a las de Derecho Administrativo. Son múltiples y muy diversas tales causas. A veces es porque ese otro sujeto que no es Administración actúa por ella, como un agente o delegado o colaborador de la Administración; otras por razones de mera conveniencia o de simplificación o de racionalidad o hasta de justicia. Una explicación completa no puede abordarse aquí.

			Respecto a los sujetos privados que realizan actividades administrativas se hará en la lección siguiente. En cuanto a las entidades de Derecho privado creadas o participadas por la Administración se hará al analizar los entes institucionales y los frenos a la «huida del Derecho Administrativo» (Lección 13). Cuando se estudien las Corporaciones sectoriales de Derecho Público (Lección 14) se explicará cuándo, por qué motivos y en qué medida se someten a normas como las aplicables a las Administraciones.

			Sí conviene, al menos, explicar ahora la razón por la que ciertas reglas de Derecho Administrativo se aplican a algunas actuaciones marginales de órganos estatales no integrados en el Poder Ejecutivo ni, por tanto, en la Administración y a las relaciones que mantienen en esos concretos ámbitos de actuación con otros sujetos.

			Nos referimos a órganos del Poder Legislativo (Congreso de los Diputados, Senado y Parlamentos autonómicos) o directamente dependientes de él (Defensor del Pueblo, Tribunal de Cuentas y similares autonómicos). También a órganos del Poder Judicial (Consejo General del Poder Judicial y órganos de gobierno de los Juzgados y Tribunales). Asimismo nos referimos al Tribunal Constitucional y al Rey, que no se integran en ninguno de los tres poderes clásicos ni, desde luego, en la Administración. Todo el régimen de estos órganos estatales es, desde luego, de Derecho público, pero no concretamente de Derecho Administrativo. Tienen su Derecho público específico, que no es Derecho Administrativo.

			En cuanto estos órganos realizan sus actividades prototípicas de ninguna forma se les aplican reglas de Derecho Administrativo. Por ejemplo, no se aplica a la esencial actividad de los Juzgados y Tribunales consistente en juzgar y hacer ejecutar lo juzgado ni a otras que también les son propias (como la llamada «jurisdicción voluntaria» o la «policía de estrados», por más que se asemejen a veces a ciertas actuaciones de la Administración); ni a la actividad legislativa del Congreso, del Senado o de los Parlamentos autonómicos (ni siquiera aunque aprueben una Ley singular y para un caso concreto, similar materialmente a un acto administrativo) ni a la que realizan de control del Gobierno; ni a la actuación del TC en recursos de inconstitucionalidad, conflictos de competencias…

			Pero estos órganos realizan también una modesta actividad de administración interna, que es puramente marginal respecto de su actividad principal; por ejemplo, también compran muebles; también contratan obras (reparación del edificio en que están instalados); también tienen personal propio (auxiliares administrativos, ujieres, letrados…) al que deben seleccionar, pagar, ascender, sancionar. Sobre todo es amplia en el caso del Consejo General del Poder Judicial porque es el órgano de gobierno de tal Poder al que le corresponde, no juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, como es propio de los órganos judiciales, sino una amplia función de administración que incluye nombramiento de jueces, decisión sobre sus ascensos, sanciones disciplinarias, inspección de los juzgados… similares a muchas de las que realiza la Administración respecto a su personal. Ante esa actividad marginal y auxiliar de otros Poderes del Estado no integrados en la Administración se ha decidido, al menos en España, establecer pocas reglas específicas y, en su defecto, aplicarles las normas de Derecho Administrativo. Se ha establecido así por considerarlo una solución razonable, pero no porque necesariamente haya de ser así ni porque por definición eso sea propio del Derecho Administrativo. Se ha decidido así igual que podría haberse acogido otra solución, por ejemplo, establecer un régimen específico completo y amplio y, en su caso, ante sus lagunas, la supletoriedad de otro Derecho (el Civil, el Laboral…). Ante ello no procede afirmar de ningún modo que el Derecho Administrativo haya dejado de ser el Derecho de la Administración pública para convertirse en el Derecho de todos los órganos estatales en cuanto realicen ciertas actividades «administrativas». Ni siquiera más modestamente cabe decir que el Derecho Administrativo haya ampliado su ámbito de aplicación más allá de la Administración pública.

			Se trata sólo de que a esos órganos estatales no administrativos se les aplica su régimen jurídico, su Derecho, que es desde luego Derecho público (aunque no Derecho Administrativo); pero que en ese su Derecho público se integran, a veces, más o menos ampliamente, y en la medida en que lo decida ese Derecho público propio, normas iguales a las establecidas por el Derecho Administrativo. No se aplican como Derecho Administrativo. Por tanto, nada de esto afecta a la definición del Derecho Administrativo ni al ámbito de aplicación del Derecho Administrativo.

			V. DERECHO ADMINISTRATIVO INTERNACIONAL Y DERECHO ADMINISTRATIVO DE LA UNIÓN EUROPEA

			1. EL DERECHO ADMINISTRATIVO INTERNACIONAL

			Cabe hablar de Derecho Administrativo internacional en dos sentidos:

			a) En primer lugar, el Derecho Administrativo internacional es el Derecho de los órganos administrativos de las Organizaciones Internacionales. Es un Derecho creado por estas Organizaciones Internacionales para sí mismas y dirigido fundamentalmente a regular sus «burocracias» internas, habitualmente pequeñas. En efecto, estas Organizaciones suelen contar con normas propias para regular el funcionamiento de sus órganos administrativos, las relaciones de empleo de su personal, su responsabilidad patrimonial por daños a terceros, etc.

			Las Organizaciones Internacionales cuentan con funcionarios o personal propio, generalmente organizados en torno a sus «Secretarías Generales», que pueden llegar a ser muy numerosos y que requieren de una normativa propia para su regulación y funcionamiento. En el caso de Naciones Unidas, su personal estaba formado por 37.505 funcionarios a fecha de 31 de diciembre de 2018, de acuerdo con el Informe del Secretario General sobre «Composición de la Secretaría: datos demográficos del personal» [A/74/82 de 22 de abril de 2019]. La norma reguladora de este personal es el «Estatuto y Reglamento del Personal de las Naciones Unidas» [ST/SGB/2017/1], aprobada por las propias Naciones Unidas y ejemplo paradigmático de este primer tipo de Derecho Administrativo internacional. Existen, incluso, tribunales contencioso-administrativos internacionales especializados en resolver los litigios en los que sean parte los funcionarios de las principales Organizaciones Internacionales, como el Tribunal Administrativo de las Naciones Unidas o el Tribunal Administrativo de la Organización Internacional del Trabajo.

			b) En segundo lugar, el Derecho Administrativo internacional es también una forma de referirse a las normas del Derecho internacional dirigidas a las Administraciones públicas nacionales. Por tanto, es un Derecho que se aplica en concreto a la Administración pública española y es el que, por ello, nos interesa aquí.

			2. EL DERECHO ADMINISTRATIVO Y LA ADMINISTRACIÓN DE LA UNIÓN EUROPEA

			De manera similar a lo expresado en relación con el Derecho Administrativo internacional, por Derecho Administrativo de la Unión también cabe entender dos fenómenos distintos:

			a) En primer lugar, el Derecho Administrativo de la Unión es el Derecho de la Administración pública de la Unión Europea.

			b) En segundo lugar, el Derecho Administrativo de la Unión incluye normas de Derecho de la Unión dirigidas a las Administraciones públicas nacionales, normas, pues, que les reconocen potestades o imponen deberes y límites.

			Aparentemente, nos encontraríamos ante el mismo esquema expuesto en relación con el Derecho Administrativo internacional. Sin embargo, la situación es bastante distinta. Se debe a que aquí no cabe diferenciar radicalmente entre la Administración de la Unión Europea y las Administraciones de los Estados miembros. Y ello porque las Administraciones de los Estados miembros actúan frecuentemente como Administraciones de la Unión Europea.

			La Unión Europea, como las organizaciones internacionales, tiene una Administración propia con una serie de órganos específicos. En este caso se habla de «Administración directa» de la Unión Europea con una serie de instituciones y órganos en los que trabajan empleados públicos de la Unión, ubicados mayoritariamente en Bruselas.

			La principal institución de la Administración directa de la Unión es la Comisión Europea con su alrededor de 30.000 funcionarios, a la que deben sumarse, al menos, una treintena de agencias descentralizadas (como la Autoridad Bancaria Europea, la Oficina Europea de Policía - Europol o la Agencia Europea del Medicamento) y las 6 agencias ejecutivas de la UE (como la Agencia Ejecutiva de Investigación). Junto a ellas, la otra gran figura de la Administración pública de la Unión es el Banco Central Europeo, que se encarga de ejecutar la política monetaria de la Unión.

			Derecho Administrativo de la Unión es, desde luego, el Derecho que regula esa Administración directa de la Unión.

			Pero además la Unión Europea se sirve normalmente de las Administraciones de los Estados miembros, incluidas, por supuesto, las Administraciones españolas. Así, en estos casos las Administraciones españolas actúan como Administraciones de la Unión Europea. Ante ello se habla de «Administración indirecta» de la Unión Europea.

			Por ejemplo, son las Administraciones públicas nacionales, formadas por empleados nacionales, las que se encargan de controlar las entradas y salidas de mercancías del territorio aduanero de la Unión (en el caso de España, el Departamento de Aduanas e Impuestos especiales de la Agencia Estatal de Administración Tributaria) y no ningún órgano europeo formado por funcionarios de la Unión Europea. Ello pese a que toda esa materia es de la competencia de la Unión Europea. La actuación de la Administración española (que es orgánicamente española, pero funcionalmente europea) se rige en este ámbito por el Derecho de la Unión (en concreto, el Reglamento n.º 952/2013, «Código aduanero de la Unión») y es controlada y supervisada por la Comisión Europea.

			Lo mismo puede decirse de algunas cuestiones relacionadas con el control de la entrada y salida de nacionales de terceros países del territorio de la Unión: aunque es materia de competencia de la Unión, no es ningún órgano creado por la Unión, sino la Administración nacional (en el caso de España, el Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación a través de su red de Misiones Diplomáticas y Oficinas consulares), la que se encarga de recibir, tramitar y expedir o denegar los visados para estancias cortas y para el tránsito por territorios de países de la Unión. Esta actuación de la Administración española, que en realidad está actuando como Administración de la Unión, se rige de nuevo por las normas aprobadas por la Unión (en este caso, por el llamado «Código de Visados» o Reglamento n.º 810/2009).

			Tampoco es ningún órgano o institución europeo, sino la Administración pública nacional (en el caso de Andalucía, la Consejería de Agricultura), la que se encarga de recibir, tramitar, resolver, pagar, inspeccionar y, en su caso, exigir el reintegro de las ayudas concedidas en el marco de la Política Agrícola Común (PAC) a los agricultores andaluces. Y también en este caso toda su actuación se rige por normativa de la Unión y es igualmente dirigida y férreamente controlada por la Comisión Europea.

			La regla general es que sean las Administraciones nacionales, con sus propios medios y empleados, las encargadas de ejecutar las políticas de la Unión y entablar relaciones con los ciudadanos. O sea, no sólo es que la Unión se pueda servir para ejecutar sus políticas de las Administraciones nacionales, sino que eso es lo normal; o sea, que la Administración pública de la Unión descansa fundamentalmente sobre el modelo de Administración indirecta (art. 291.1 TFUE) y sólo excepcionalmente actúa por medio de su Administración directa.

			Por tanto, si, como decíamos, el Derecho Administrativo de la Unión es en primer lugar el Derecho de la Administración pública de la Unión, hemos de aclarar que el Derecho Administrativo de la Unión es tanto el Derecho que regula a la Administración directa de la Unión como el que regula a las Administraciones nacionales cuando actúan como Administración indirecta de la Unión.

			Ahora bien, evidentemente las Administraciones de los Estados miembros no siempre actúan como Administración indirecta de la Unión, sino que lo hacen como Administraciones nacionales. Es lo que siempre han venido haciendo y es lo que siguen haciendo con normalidad. En la inmensa mayoría de sus actuaciones actúan como Administraciones nacionales. Pero incluso en ese caso (esto es, cuando trabajan para su respectivo Estado) pueden estar sometidas a diversas normas del Derecho de la Unión.

			Así, por ejemplo, cuando contratan una obra todas las Administraciones de los Estados miembros tienen que cumplir la Directiva 2014/24/UE sobre contratación pública; o cuando conceden ayudas a sus empresas tienen que respetar los límites que imponen los artículos 107 a 109 TFUE, etc.

			También ese conjunto de normas de la Unión que se imponen a las Administraciones de los Estados miembros cuando actúan como Administraciones nacionales son Derecho Administrativo de la Unión.
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